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1. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
El cuestionamiento que realizamos en la presente investigación es sobre el uso 
excesivo de la prisión preventiva, a nivel mundial esta medida se ha aplicado de 
manera general en todos los procesos penales, vulnerando su naturaleza regido 
por el principio de excepcionalidad, siendo así una amenaza en la sociedad 
democrática, materializándose a través de la privación  del derecho de la libertad 
de la persona injustificadamente; ante esta problemática se ha optado por 
diferentes medidas legislativas alternativas como la vigilancia electrónica, cuya 
aplicación en diferentes países de Europa contribuyó con una reducción 
significativa del uso de la prisión preventiva. 
Según la Corte Interamericana de Derechos Humanos en un informe sobre 
medidas dirigidas a reducir el uso de la prisión preventiva en las Américas, ha 
señalado que los países como Argentina, Brasil, Costa Rica, Ecuador, entre 
otros; han implementado en su sistema penal el uso de mecanismos electrónicos 
de manera progresiva. Asimismo, sobre los Derechos de las personas privadas 
de libertad, reconoce el derecho fundamental que tienen a ser tratadas 
humanamente, respetando y garantizando su dignidad, su vida y su integridad 
física, psicológica y moral; destaca la importancia del debido proceso legal, sus 
principios y garantías fundamentales para una efectiva protección, dada su 
situación de vulnerabilidad. 
No obstante, el Estado Peruano a través del Decreto Legislativo N° 1307, 
Decreto Legislativo que modifica el código procesal penal para dotar de medidas 
de eficacia a la persecución y sanción de los delitos de corrupción de 
funcionarios y de criminalidad organizada; ha ampliado el plazo para la prisión 
preventiva para los procesos de criminalidad organizada, ocasionando la 
vulneración y retroceso respecto del derecho a la libertad. Antes de su 
modificación, el plazo máximo de la prisión preventiva en casos de procesos 
complejos era de 18 meses, y podía prorrogarse por un plazo adicional de 18 
meses más. Pero, ahora el plazo máximo de la prisión preventiva para procesos 
de criminalidad organizada se extendió a 36 meses, y puede ser prorrogable 
hasta por 12 meses más, es decir una persona puede permanecer en el centro 
penitenciario hasta por 4 años, generando así una mayor población carcelaria. 
El derecho de la libertad de la persona está siendo amenazada por las decisiones 
discrecionales de los jueces, convirtiéndose en un grave riesgo para la seguridad 
jurídica y por ende la predictibilidad de las resoluciones, ya que en estos últimos 
meses se ha evidenciado un alto índice de corrupción en el sistema de justicia, 
no obstante que este debería ser un sistema democrático que vela por los 
derechos.  
Si bien consideramos que la vigilancia electrónica se debe utilizar como un 
mecanismo alternativo a la prisión preventiva, hemos podido evidenciar cierta 
problemática que podría vulnerar el derecho a la igualdad, ya que, para poder 
acceder al dispositivo electrónico, como lo menciona el Decreto Legislativo 
Nº 1322, genera un costo que es asumido por quien sería el beneficiario, sin 
embargo, no todos los procesados o condenados disponen de liquidez que les 
permita asumir dicho costo, por otro lado y, de manera excepcional el juez puede 
exonerar este pago, pero no se indica que criterios se estarían utilizando en ese 
supuesto. 
2. PREGUNTAS  
2.1. PREGUNTA GENERAL 
 
2.1.1. ¿Es viable adoptar medidas para impulsar la vigilancia electrónica 
como mecanismo alternativo eficaz a la prisión preventiva? 
 
2.2. PREGUNTAS ESPECÍFICAS 
 
2.2.1. ¿Cuáles son las limitaciones de la accesibilidad de la vigilancia 
electrónica en nuestro marco normativo? 
 




3.1. OBJETIVO GENERAL  
 
3.1.1. Realizar un análisis de los requisitos de la Vigilancia Electrónica 
 
3.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS  
 
3.2.1. Realizar el análisis del Decreto Legislativo 1322 y su accesibilidad. 
 
3.2.2. Analizar la información estadística obtenida del Ministerio Público y 
del INPE 
 
4. DELIMITACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 
El presente trabajo de investigación abarca el periodo comprendido entre los 
años 2017 al 2019; considerando la implementación de la vigilancia electrónica 
realizada vía Decreto Legislativo N° 1322, del 06 de enero de 2017, y de su 
reglamento aprobado por Decreto Supremo N° 004-2017-JUS, que aprobó el 
calendario oficial para la implementación de la vigilancia electrónica personal, 
estableciéndose como inicio para su implementación el Distrito Judicial de Lima, 
ampliándose al Distrito Judicial de Lima Sur, Lima Norte, Lima Este, Callao y 
Ventanilla. Asimismo, de la información brindada por el Instituto Nacional 
Penitenciario – INPE, la instalación del primer grillete electrónico se realizó en 
julio del 2017 a una interna del penal de Mujeres de Chorrillos, quien fue 
sentenciada por el delito de estafa. Es por ello, que la investigación comprende 
el ámbito nacional, desde la aplicación de la vigilancia electrónica como Plan 
Piloto, el cual se encuentra inmerso en el derecho penal, enfocándose en los 
temas de prisión preventiva y vigilancia electrónica, las cuales son variables del 
presente trabajo de investigación, ya que lo que se desea es priorizar la 
aplicación de la vigilancia electrónica como medida alternativa eficaz a la prisión 
preventiva, cabe mencionar que la vigilancia electrónica es un beneficio que 
surgió para reducir el hacinamiento penitenciario, mientras que la prisión 
preventiva, es una medida privativa de libertad con criterio de excepcionalidad. 
Asimismo, se tendrá como referencia para el desarrollo de este trabajo, la 
aplicación de este mecanismo -vigilancia electrónica- en otros países 
latinoamericanos o europeos. 
 
5. JUSTIFICACIÓN 
En los últimos meses, nuestro Estado Democrático se ha visto bastante 
vulnerable por las acciones que realizan los operadores de justicia con relación 
a la corrupción. Ello ha conllevado a que se genere una inseguridad social y 
jurídica. 
Con los avances tecnológicos y el desarrollo económico que se evidencia en 
nuestro país, se busca confrontar los problemas sociales, como el caso de la 
superpoblación de los centros penitenciarios, donde más de la mitad presentan 
en calidad de procesados. Según el INPE, en las cárceles peruanas que tienen 
capacidad para 39,358 reos, hay 91,400 internos; la sobrepoblación llega al 
132%. Asimismo, se ha generado un desbalance en el presupuesto 
penitenciario. 
De acuerdo con el informe de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
sobre las medidas para reducir el uso de la prisión preventiva en América, se 
viene implementado la vigilancia electrónica en distintos países de manera 
progresiva. Asimismo, en el informe se reconoce la importancia del Derecho de 
las personas privadas de libertad, a que estas deben ser tratadas humanamente, 
respetando su dignidad como persona. El Perú, también ha considerado este 
informe, es por ello que la aplicación de esta medida se inició con un Plan Piloto 
en nuestra legislación. 
El estado peruano mediante Decreto Legislativo N° 1322, Decreto Legislativo 
que regula la vigilancia electrónica personal publicado el 06 de enero de 2017, 
ha implementado esta medida electrónica, haciendo uso de los grilletes, sin 
embargo, se necesita modificaciones legislativas para una adecuada aplicación. 
Por ello, este problema debe ser investigado para facilitar su aplicación. 
Debido a ello, el tema de investigación toma relevancia en diferentes aspectos, 
como jurídico, económico, social, entre otros, pues de no ser investigado 
generaría una afectación a la sociedad y estaríamos permitiendo la incorrecta 
aplicación de nuestras normas legales por parte de los operadores de justicia. 
Asimismo, para impulsar la vigilancia electrónica, se debe analizar de manera 
exhaustiva el Decreto Legislativo N° 1322, debido a que se podría estar 
vulnerando el derecho a la igualdad, el cual se encuentra reconocido por nuestra 
constitución, así como por tratados y convenios internacionales. 
 
6. MARCO TEÓRICO  
6.1. BASES TEÓRICAS 
La teoría de la prevención o relativa de la pena, es aquella tiene como 
finalidad de la pena la prevención del delito, para ello debemos distinguir la 
prevención general de la especial, ya que la primera de ellas busca prevenir 
hechos delictivos en terceros, es decir está enfocada a la sociedad en 
general. En la teoría de la prevención general existen dos vertientes, la 
negativa y positiva; la prevención general negativa o por intimidación, tiene 
como uno de sus representantes al penalista alemán Paul Johann Anselm 
Von Feuerbach, quien desarrolla la teoría de la coacción psicológica y como 
lo sintetiza el autor Gómez Horta:  
“Pretende generar coacción mental del autor que obstaculice o impida la 
comisión de un hecho delictivo, proyectándose a través de la amenaza o 
advertencia que hace el legislador con la creación del tipo penal, la 
sanción a la que se haría acreedor y sus indeseables consecuencias (…)”. 
(Gómez Horta: 2016:162) 
Ello evidencia que esta teoría se enfoca en causar intimidación a la sociedad 
para evitar con ello que puedan incurrir en un ilícito penal, asimismo, es 
necesario mencionar la teoría de la prevención general positiva o integradora, 
que desarrolla la integración social, al respecto la autora Samara de Araujo 
cita a Roxin y menciona:  
“El aspecto positivo de la prevención general comúnmente se busca en la 
conservación y el refuerzo de la confianza en la firmeza y poder de 
ejecución del ordenamiento jurídico”. (Samara de Araujo: 2017:72)  
Es por ello, que esta teoría se enfatiza en que la sociedad pueda tener mayor 
confianza en el ordenamiento jurídico, fomentando con ello la seguridad 
jurídica. Con respecto a la prevención especial, uno de los ponentes, que 
integra esta corriente es el jurista y político alemán Franz Von Liszt, que la 
autora Alfonso de Barreto lo cita e indicaba que esta prevención, se podría 
efectuar de tres maneras: 
“Asegurando a la generalidad frente al autor penal mediante su encierro, 
intimidando al autor mediante la pena para no comisión de otros hechos 
punibles, y mediante su mejoramiento, protegiéndolo de la reincidencia. 
“la pena no tiene por finalidad la compensación de la culpabilidad por ella 
misma, sino que sólo está justificada si se manifiesta al mismo tiempo 
como medio necesario para el cumplimiento de la misión de protección 
preventivo especial del derecho penal”. (Alfonso de Barreto: 2013:31-32) 
A razón de ello, esta teoría se contrapone a la teoría absoluta, toda vez, que 
el enfoque tiene como finalidad evidenciar la utilización a la sanción penal y 
no solo como aspecto retributivo, busca aplicar la resocialización de la 
persona que ha delinquido y se planea iniciativas, a fin de reintegrarlo a la 
sociedad, ya que los fines se encuentra regulados en el Código Penal en su 
Título Preliminar: “Artículo IX.- La pena tiene función preventiva, protectora y 
resocializadora. Las medidas de seguridad persiguen fines de curación, tutela 
y rehabilitación”. 
Siendo evidente, que la aplicación de la Vigilancia electrónica, en los reos, 
como calidad de sentenciados, conlleva a aplicar la norma antes 
mencionada, ya que le brinda un radar relevante, para ejercer cualquier 
actividad laborar extramuros carcelarios y permite integrarse en el ámbito 
familiar, laboral y social, siendo que el genere renta con mayor libertad, a 
diferencia de ejercer labores en los talleres de los Centros Penitenciarios, que 
no se encuentran aptos para albergar a los infractores de la norma.  
6.2. MARCO JURÍDICO 
 
El presente trabajo de investigación se ha enfocado en la problemática 
respecto al uso excesivo de la prisión preventiva, así como el uso de la 
vigilancia electrónica como mecanismo alternativo, para ello debemos 
verificar la regulación correspondiente en normas nacionales e 
internacionales. Como norma fundamental tenemos a la Constitución Política 
del Perú, en el artículo 2 inciso 24 literal b, nos precisa acerca del derecho a 
la libertad personal, señalando que no se permite restricciones, salvo se 
encuentre previsto en la Ley, como en el caso de Prisión Preventiva o 
Vigilancia Electrónica; asimismo, el artículo 2 inciso 24 literal e, nos refiere 
sobre el principio a la presunción de inocencia, al indicar que mientras no 
exista una sentencia condenatoria en la que se haya declarado la 
responsabilidad de la persona, se le considerará a esta como inocente. En el 
ámbito internacional, para abordar este tema tenemos que referirnos a 
derechos fundamentales que se encuentran regulados en normas 
internacionales. La Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto 
de San José) en su artículo 5 se refiere sobre el Derecho a la Integridad 
Personal, es decir que toda persona tiene derecho a que se respete su 
integridad sea física psíquica o moral, asimismo menciona que toda persona 
privada de libertad debe ser tratada con respeto a su dignidad humana y no 
debe ser sometida a torturas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. En 
el artículo 7 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, se ha 
regulado acerca del Derecho a la Libertad Personal, es así que precisa que 
toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal, nadie 
puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las 
condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los 
Estados Partes o por las leyes dictadas conforme a ellas, de igual modo, 
nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrario. 
La Declaración Americana sobre Derechos y Deberes del Hombre, también 
desarrolla el derecho a la libertad, a la seguridad e integridad física en su 
artículo 1, asimismo, en su artículo 25 nos habla sobre el Derecho de 
Protección contra la detención arbitraria, a que nadie puede ser privado de 
su libertad sino en los casos y según las formas establecidas por leyes 
preexistentes. De otro lado, nos dice que todo individuo tiene derecho a un 
tratamiento humano durante la privación de su libertad, y en caso haya sido 
privado de su libertad tiene derecho a que el juez verifique sin demora la 
legalidad de la medida y a ser juzgado sin dilación injustificada, o, de lo 
contrario, a ser puesto en libertad. 
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos de la OEA el 30 de 
diciembre del 2013 aprobó en Washington el Informe sobre el Uso de la 
Prisión Preventiva en las Américas, mencionando que uno de los principales 
desafíos que enfrenta la mayoría de Estados de la región es el uso excesivo 
de la prisión preventiva, es por ello que la Comisión Interamericana por medio 
de su Relatoría sobre los Derechos de las Personas Privadas de Libertad 
presenta este informe para ayudar a los Estados miembros, así como para 
proveer de una herramienta útil para la defensa de las personas privadas de 
libertad. 
Entre otro de los instrumentos internacionales relevantes son los Principios y 
Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad 
en las Américas que ha sido adoptado por la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos en marzo del 2008, en el Principio III sobre Libertad 
personal en el cuarto punto desarrolla el tema medidas alternativas o 
sustitutivas a la privación de libertad, mencionando que los Estados 
Miembros de la Organización de los Estados Americanos deberán incorporar, 
por disposición de la ley, una serie de medidas alternativas o sustitutivas a la 
privación de libertad, en cuya aplicación se deberán tomar en cuenta los 
estándares internacionales sobre derechos humanos en esta materia. De 
igual manera, al aplicarse las medidas alternativas o sustitutivas a la privación 
de libertad, los Estados Miembros deberán promover la participación de la 
sociedad y de la familia, a fin de complementar la intervención del Estado, y 
deberán proveer los recursos necesarios y apropiados para garantizar su 
disponibilidad y eficacia. 
En el ámbito nacional, la prisión preventiva se encuentra regulada en el 
Nuevo Código Procesal Penal en el artículo 268, donde se refiere a los 
presupuestos materiales y dice expresamente lo siguiente: 
“El juez, a solicitud del Ministerio Público, podrá dictar mandato de prisión 
preventiva, si atendiendo a los primeros recaudos sea posible determinar la 
concurrencia de los siguientes presupuestos: 
a) Que existen fundados y graves elementos de convicción para estimar 
razonablemente la comisión de un delito que vincule al imputado como autor 
o partícipe del mismo. 
b) Que la sanción a imponerse sea superior a cuatro años de pena privativa 
de libertad; y 
c) Que el imputado, en razón a sus antecedentes y otras circunstancias del 
caso particular, permita colegir razonablemente que tratará de eludir la acción 
de la justicia (peligro de fuga) u obstaculizar la averiguación de la verdad 
(peligro de obstaculización).” 
En la Casación N° 626-2013 del 30 de junio del 2015 se han incluido 2 
criterios: la proporcionalidad de la medida y la duración de la medida. En el 
primero de ellos, se establece que la motivación corresponda al grado de 
afectación, esto quiere decir que el fiscal debe fundamentar cada extremo de 
su requerimiento con exhaustividad y que el juez debe fundamentar por qué 
le ha producido convencimiento los argumentos expuestos por el fiscal. Sobre 
el segundo de ellos, el fiscal deberá fundamentar en específico el por qué 
requiere ese plazo. 
En la Legislación Nacional también encontramos el Decreto Legislativo 
N°1322 que regula la vigilancia electrónica personal y que tiene como objeto 
regular la vigilancia electrónica personal como alternativa de restricción en 
las medidas coerción procesal, como un tipo de pena aplicable por conversión 
o su imposición en el otorgamiento de un beneficio penitenciario. En su 
artículo 3 señala que: la vigilancia electrónica personal es un mecanismo de 
control que tiene por finalidad monitorear el tránsito tanto de procesados 
como de condenados, dentro de un radio de acción y desplazamiento, 
teniendo como punto de referencia el domicilio o lugar que señalen estos. 
Asimismo, precisa que, para el caso de procesados, la vigilancia electrónica 
personal es una alternativa de restricción de la comparecencia que será 
dispuesta por el juez a petición de parte como alternativa a la prisión 
preventiva o variación de la misma, a fin de garantizar la permanencia de los 
mismos en el proceso. Mientras que, para el caso de condenados, la 
vigilancia electrónica personal es un tipo de pena, aplicable por conversión 
luego de impuesta una sentencia de pena privativa de libertad efectiva, que 
será dispuesta por el juez a fin de garantizar el cumplimiento de la pena y la 
resocialización del condenado. 
 
6.3. MARCO CONCEPTUAL  
En nuestro ordenamiento jurídico la regulación de la prisión preventiva ha 
sido un tema relevante por los procesos de reforma de justicia criminal por 
los cuales ha pasado, llevando a que su uso sea acogido como una 
excepción, esto debido a diversos factores, entre los cuales se encuentran 
los abusos contra los derechos fundamentales. Es por ello, que para 
contrarrestar dicha situación se incorporó al ordenamiento la figura de la 
prisión preventiva.  
“La prisión preventiva es una medida cautelar, dispuesta por una 
resolución jurisdiccional en un proceso penal que produce una privación 
provisional de la libertad personal del imputado, con el propósito de 
asegurar su desarrollo y la eventual ejecución de la pena, mediante la 
evitación de los riesgos de huida y la obstaculización de la actividad 
probatoria”. (Del Río, 2016, p.145) 
De acuerdo a lo mencionado en el párrafo anterior, se han gestionado 
diversas modificaciones referente a la prisión preventiva, asimismo, para 
confrontar el problema generado por el hacinamiento penitenciario el cual ha 
generado un desbalance en el presupuesto; y que de acuerdo con el INPE, 
se ha incrementado en un 6% el número de reos en el 2018, a diferencia del 
año anterior; para ello, el estado peruano mediante Decreto Legislativo N° 
1322 publicado el 06 de enero de 2017 ha implementado la vigilancia 
electrónica personal, a través del uso de los grilletes electrónicos. El 
reglamento del Decreto Legislativo N° 1322 que regula la vigilancia 
electrónica personal, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 004-2017-
JUS, precisa que la vigilancia electrónica personal:  
“Es una medida ordenada por la autoridad judicial a pedido de parte, a 
favor de los procesados o condenados que revistan las condiciones 
previstas en los supuestos de aplicación de la norma, con la finalidad de 
monitorear y controlar el tránsito dentro de un radio de acción o 
desplazamiento”. 
Asimismo, desde otra perspectiva la Ley N° 29499 establece que: “la 
vigilancia electrónica personal es un mecanismo de control que tiene por 
finalidad monitorear el tránsito tanto de procesados como de condenados, 
dentro de un radio de acción y desplazamiento, teniendo como punto de 
referencia el domicilio o lugar que señalen éstos (...)”. 
 
6.4. MARCO CONTEXTUAL  
 
En nuestro ordenamiento jurídico la incorporación de la prisión preventiva ha 
sido necesaria para los procesos penales, con el fin de lograr una reforma de 
la justicia criminal, estableciendo que su aplicación sea de manera 
excepcional. Asimismo, esta medida fue incorporada para asegurar la 
presencia del imputado en el proceso. 
“La prisión preventiva es una medida cautelar, dispuesta por una 
resolución jurisdiccional en un proceso penal que produce una privación 
provisional de la libertad personal del imputado, con el propósito de 
asegurar su desarrollo y la eventual ejecución de la pena, mediante la 
evitación de los riesgos de huida y la obstaculización de la actividad 
probatoria”. (Del Río, 2016, p.145) 
La Corte Suprema de Justicia señala que: “La prisión preventiva (…) es una 
medida coercitiva personal, estrictamente jurisdiccional, que se adopta a 
instancia del Ministerio Público y en el seno de un proceso penal debidamente 
incoado, siempre que resulte absolutamente imprescindible, que persigue 
conjugar un peligro de fuga o un riesgo de ocultación o destrucción de las 
fuentes de la prueba [no se le puede atribuir el papel de instrumento de la 
investigación penal ni tiene un fin punitivo]. Está sometida en comparación 
con la detención, y prevista para un periodo de tiempo más lato, a requisitos 
más exigentes- cuyo eje es la probabilidad positiva de la responsabilidad del 
imputado, la comisión del delito por él-, tanto desde la intensidad de la 
imputación necesaria para dictarla cuanto desde la propia configuración y 
valoración de los peligros que la justifican -sometida con más rigurosidad 
formal y material a los principios de necesidad y motivación”. (Casación Penal 
N°01-2007) 
Para poder comprender el desarrollo que se ha dado en nuestra legislación, 
debemos mencionar las modificaciones que se han realizado a lo largo de los 
años. El 1 de mayo de 1863 empezó a regir el Código de Enjuiciamiento en 
Materia Penal, cuyo artículo 73 regulaba la Prisión de Formas y señalaba al 
respecto que: “Se tenía efectuada la captura y puesto a disposición del Juez, 
si éste, de las primeras diligencias lo consideraba inocente lo pondrá en 
libertad, y si por el contrario del sumario resulta probada la existencia del 
delito y la culpabilidad del enjuiciado se librará mandamiento de prisión en 
forma. Librado mandamiento de prisión, no podía ponerse en libertad al reo 
sin que el auto que así lo resuelva sea aprobado por el Superior Tribunal”. El 
18 de marzo de 1920 entró en vigencia el Código de enjuiciamiento en 
materia criminal de 1920, el cual regulaba la prisión preventiva en su Título V 
del Libro Primero, bajo el nombre de Principio de la Instrucción y Detención 
del Acusado. El 18 de marzo de 1940 entró en vigencia el Código de 
procedimientos penales, el cual establecía en su artículo 81 la detención 
provisional del imputado. En 1991, se aprueba el Código Procesal, el cual en 
su artículo 135 prescribe el mandato de detención, ello en base a 
determinados parámetros que se tenían que cumplir, para declarar fundada 
una prisión preventiva. El Código Procesal Penal del 2004, el cual en su 
artículo 268 se refiere a los presupuestos materiales de la prisión preventiva, 
y los artículos 269 y 270, los cuales se refieren al peligro procesal de fuga o 
de perturbación de la actividad probatoria. 
De acuerdo a lo mencionado en el párrafo anterior, se puede apreciar que se 
han gestionado diversas modificaciones referente a la prisión preventiva, 
asimismo, para confrontar el problema generado por el hacinamiento 
penitenciario el cual ha generado un desbalance en el presupuesto; y que de 
acuerdo con el INPE, se ha incrementado en un 6% el número de reos; ante 
ello, el Estado Peruano mediante Decreto Legislativo N° 1322 publicado el 06 
de enero de 2017 implementó la vigilancia electrónica personal, a través del 
uso de los grilletes electrónicos. 
La prisión preventiva se encuentra regulada en nuestro Código Procesal 
Penal, en el cual se hace mención de los presupuestos necesarios para su 
aplicación, sin embargo, no es definida por dicha norma, pues el Ministerio 
Público, nos dice: “(...) Es una medida cautelar de carácter personal, cuya 
finalidad acorde con su naturaleza, es la de garantizar el proceso en sus fines 
característicos y el cumplimiento de la futura y eventual pena que pudiera 
imponerse” (Neyra, sf, 4). Como se menciona el fin de aplicar esta medida 
cautelar es la presencia del procesado y por ende su cumplimiento con 
respecto a la sentencia, en el proceso penal. Existe una particularidad con 
esta medida cautelar, el cual se basa en el principio de excepcionalidad, el 
cual debe emplearse en última ratio, ya que existen otras medidas cautelares, 
como la comparecencia simple o la comparecencia con restricciones. 
En el artículo IV del Título Preliminar del nuevo código procesal penal se 
menciona que: “El Ministerio Público es titular de la acción penal en los delitos 
y tiene el deber de la carga de la prueba. Asume la conducción de la 
investigación desde su inicio (...) está obligado a actuar con objetividad, 
indagando los hechos constitutivos de delito, los que determinen y acrediten 
la responsabilidad o inocencia del imputado(...)”, asimismo la norma ha 
facultado a esta institución, poder ejercer ciertas medidas coercitivas 
personales, como medida de protección, para que la investigación en el 
proceso, no sea afectado por factores externos ni internos, por lo que está 
regulado en el artículo 268° del Codigo Procesal Penal, donde se menciona 
los requisitos de la prisión preventiva, para que su solicitud realizada por el 
fiscal, sea aceptada por el juez, el cual además se debe regir bajo el principio 
de excepcionalidad. 
“La Corte Superior de Justicia de Lambayeque, ha mencionado las 
características de la prisión preventiva, siendo esta una medida 
excepcional, una medida provisional, una medida variable, además de 
evidenciarse el principio de proporcionalidad, el principio de razonabilidad 
y el principio de necesidad”. (Corte Superior de Justicia de Lambayeque). 
Con respecto a la excepcionalidad, ha generado una controversia, debido 
que los operadores de justicia no siguen con estos lineamientos, como nos 
comenta José Ascencio: 
“La excepcionalidad de la prisión provisional significa que esta medida 
nunca puede ser la regla, preferente a la libertad o lo que es lo mismo, 
nunca puede ser automática. Esta no automaticidad se reflejará en 
determinadas obligaciones en orden a la motivación y razonamiento 
judicial y a la imposibilidad de partir de presunciones genéricas”. 
(Ascencio, 2018, 52) 
Como se menciona en la doctrina, la excepcionalidad, no puede ser 
automática, ya que se está protegiendo el derecho a la libertad, que si bien 
es cierto no es un derecho absoluto y presenta limitaciones, en un Estado 
democrático como el nuestro se debe presentar mecanismos para su 
protección. Asimismo, la prisión preventiva como carácter excepcional 
también se encuentra regulada en pactos internacionales, el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos en su artículo 9 inciso 3 refiere 
que: 
“Toda persona detenida o presa a causa de una infracción penal será 
llevada sin demora ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley 
para ejercer funciones judiciales, y tendrá derecho a ser juzgada dentro 
de un plazo razonable o a ser puesta en libertad. La prisión preventiva de 
las personas que hayan de ser juzgadas no debe ser la regla general, pero 
su libertad podrá estar subordinada a garantías que aseguren la 
comparecencia del acusado en el acto del juicio, o en cualquier momento 
de las diligencias procesales y, en su caso, para la ejecución del fallo”.  
(PIDCP, 1966) 
Además, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en su informe 
sobre medidas dirigidas a reducir el uso de la prisión preventiva en América 
señala que: 
“El uso excesivo de la prisión preventiva constituye uno de los signos más 
evidentes del fracaso del sistema de administración de justicia, y 
constituye un problema estructural inaceptable en una sociedad 
democrática que respeta el derecho de toda persona a la presunción de 
inocencia”. (CIDH, 2017, p. 12). 
Asimismo, es necesario precisar que en una demanda de hábeas corpus 
contra los miembros de la Sala Penal Especializada en Delitos de Corrupción 
de la Corte Superior de Justicia de Lima, por violación de los principios de 
que ninguna persona puede ser sometida a procedimiento distinto de los 
previamente establecidos por la ley y a la presunción de inocencia, así como 
los derechos a la libertad personal y a la defensa. El Tribunal Constitucional 
ha emitido una sentencia contradictoria, al mencionar en la resolución en un 
primer punto, que el solo propósito de obstaculizar y ocultar evidencias 
probatorias que ayuden a culminar con éxito la investigación judicial que se 
sigue contra el actor, exceptúa la necesidad de que el juzgador busque una 
alternativa menos gravosa sobre el derecho a la libertad física del recurrente, 
ello da a entender que cuando se perjudica la actividad probatoria la prisión 
preventiva ya no la consideran como subsidiaria, como una medida 
excepcional, sino como una medida necesaria y contradice con la concepción 
del propio tribunal referido en sus primeros argumentos. (STC N° 1091-2002-
HC, fundamento 12) 
Si bien estos son los objetivos para un Estado democrático, esto no se 
evidencia en las medidas políticas, ya que el 30 de diciembre del 2016, se 
publicó en el Diario Oficial El Peruano, el Decreto Legislativo N° 1307, a 
través de delegación al Poder Ejecutivo, el cual en el artículo 272° se amplía 
el plazo para la prisión preventiva y en su artículo 274° se menciona la 
ampliación de esta medida, en el cual un procesado puede permanecer en la 
cárcel hasta cuatro años, sin una sentencia condenatoria, pues anteriormente 
tan solo era de tres años, si bien es cierto no se da directamente con su 
aplicación por parte de los operadores, genera una amenaza con el derecho 
a la libertad, por el hecho de permanecer en un establecimiento penitenciario, 
sin ser declarado como responsable penal, esta norma entró en vigencia a 
los 90 días de su publicación. 
Como se menciona, la prisión preventiva es materia de estudio en el ámbito 
internacional, a través de la doctrina nacional expresa que su finalidad es la 
presencia del investigado en el proceso penal, pues el autor Gonzalo Del Río 
menciona lo siguiente: 
“En un Estado democrático de derecho, no se justifica que sea utilizada 
para satisfacer demandas sociales de seguridad, mitigar la alarma social, 
evitar la reiteración delictiva, anticipar los fines de la pena o impulsar el 
desarrollo de la instrucción. Cualquier función que no sea estrictamente 
procesal cautelar es ilegítima”. (Del Río, 2008,7) 
La finalidad de esta medida cautelar, debe ser clara y precisa, para evitar 
ciertas acciones arbitrarias, debido a que la discrecionalidad de los jueces es 
cuestionada, se busca que su finalidad sea para la protección del proceso, 
es decir la presencia del procesado y que no se pierda material de 
investigación sobre el delito que se le imputa. Sin embargo, en la doctrina 
mexicana, se menciona que la función de la prisión preventiva en realidad es 
distinta, pues según Salcedo menciona que consiste: 
“En intimidar a los gobernados, debilitar a los adversarios del Estado, 
librarse de sujetos incómodos, tratar de justificar el multimillonario gasto 
público —no muy transparente— que se hace en el sistema carcelario 
mexicano, seguir obteniendo las grandes fortunas ilícitas que producen 
los centros de reclusión, exterminar —o por lo menos neutralizar— a una 
clase social”. (Salcedo, 2018, 20) 
La prisión preventiva se rige por el principio de excepcionalidad, pero en la 
realidad esto no se demuestra, pues según los datos brindados por el INPE 
menciona que en el 2004, se llegó al 71% de procesados en las cárceles y 
de ahí disminuyó considerablemente, gracias al Código de Procedimientos 
Penales, luego en el 2013 se tenía el 58% de procesados en las cárceles y 
ahora en el informe estadístico del mes de septiembre del 2017 en Lima y 
Callao, es alrededor del 41.68% y los sentenciados el 58.32%, existe una 
sobrepoblación de 48,439 internos, como lo señalan las estadísticas, tiene 
por situación jurídica la prisión preventiva. Esto se infiere, que se ha reducido 
el porcentaje de personas en esta situación jurídica, sin embargo, esto nos 
demuestra que la prisión preventiva, está siendo aplicada de manera 
frecuente, generando una contradicción, ya que a pesar de aplicarse las 
modificatorias del Código Procesal Penal, con el espíritu que los procesos 
sean rápidos, pero con seguridad jurídica, la cifra de los procesados en las 
cárceles no ha disminuido de manera significativa. (INPE, 2017) 
“La superpoblación de las cárceles es un problema que afecta al Estado, 
ya que genera una mayor inversión, debido a la infraestructura, así como 
el mantenimiento de las personas en estos establecimientos. Según el 
Diario el Comercio, menciona que el Estado dedica alrededor de 
US$3.135 anuales por reo, es decir, S/28 diarios. Este monto debe cubrir 
alimentación, seguridad, limpieza, educación, entre otros aspectos. 
Según, el ex presidente del INPE Carlos Vásquez, menciona que se 
puede dar como un hecho es que el Estado destina S/4,5 por alimentación 
para las tres comidas diarias”. (Macera, 2018). 
Esto es una consecuencia palpable en nuestro sistema, ya que esa inversión 
que es destinada no es suficiente de acuerdo a la cantidad de personas que 
habitan los establecimientos penitenciarios, esto genera a su vez que la 
resocialización que se busca sea menor, debido a las condiciones que se 
encuentran, además hay aumento en la criminalidad, por el cual los fines que 
se menciona cuando se impone una pena no es eficaz. 
Nuestro ordenamiento, presenta instancias, en las cuales cuando se viola 
algún derecho, ya sea reconocido en la Constitución, siendo esta una norma 
suprema, o en el acuerdos internacionales, el encargado es el Tribunal 
Constitucional, quien en este caso concreto se presenta Hábeas Corpus, ya 
que fundamenta en la amenaza o violación del derecho de la libertad 
personal, por lo que en este año, se presentó un caso mediático, el cual fue 
la prisión preventiva de Ollanta Humala (expresidente del Perú) y su esposa 
Nadine Heredia, en el cuál según la información brindada por La República 
menciona: 
“La Sala Penal nunca acreditó un objetivo legítimo ni tampoco el peligro 
procesal. No pudo establecer razonablemente la ponderación entre la 
prisión preventiva y la probabilidad de condena, ni explicar de manera 
concluyente por qué no aplicó una escala de medidas distintas. En fin, no 
acreditó interés por parte de los investigados para frustrar la culminación 
del proceso penal y, peor aún, afectó el derecho constitucional a la 
presunción de inocencia”. (Otárola, 2018) 
Si bien es cierto que este caso, tuvo relevancia importante, porque quienes 
estaban siendo procesados eran la expareja presidencial, las decisiones 
tomadas por el Ministerio de Justicia y el Poder Judicial, fueron arbitrarias; el 
Tribunal Constitucional, es quién definió este tema, generando el principio de 
razonabilidad, así como el de proporcionalidad. Tener en cuenta que el 
Tribunal Constitucional, es quien genera un control en los derechos de las 
personas, por lo que aplica el derecho y crea jurisprudencia, donde precisa 
que esta medida es provisional y excepcional. Asimismo, se debe hacer 
mención que la vulneración del principio de excepcionalidad se puede 
apreciar en el fundamento 34 de la Resolución del Tribunal Constitucional 
donde nos menciona lo siguiente:  
“En efecto, el dictado de la prisión preventiva, en el marco del Estado 
Constitucional, incide de forma particularmente grave en el derecho a la 
libertad personal, por lo que implica el deber del órgano jurisdiccional de 
motivar adecuadamente sus decisiones; más aún si se toma en cuenta 
que las mismas tendrán repercusión en la situación jurídica de una 
persona que aún no cuenta con una sentencia que reconozca y declare 
su culpabilidad” (EXP. N ° 04780-2017-PHC/TC). 
Hay casos emblemáticos, donde se ha evidenciado, que esta medida cautelar 
no se ha aplicado de acuerdo a su verdad finalidad, sino que ha sido 
influenciado, por los medios de comunicación, donde los jueces han aceptado 
el requerimiento de prisión preventiva presentado por los fiscales, debido a la 
presión mediática, así como nos comenta Gutiérrez (2016) algunos casos, 
donde la decisión ha sido adoptada, por la información brindada en los 
medios de comunicación, realiza un análisis del Expediente N° 1083-2015, 
donde al procesado Luis Alfonso Tasayco Donoso, que se le imputa el delito 
de lesiones graves a un menor de edad en este caso el menor tenía 5 años, 
donde se dio a conocer a través de un video por las redes sociales, en el que 
se observaba que el menor estaba sangrando la nariz, pero no había ningún 
indicio de que el menor haya sido golpeado, este fue un caso divulgado en 
todos los medios de comunicación, se ejerció la presión por parte del 
Ministerio del Interior y la Ministra de la Mujer, el cual el Ministerio Público 
realizó denuncia directa y solicitando prisión preventiva, el cual el juez lo 
concedió, sin embargo existía una declaración testimonial, quien el señor 
Javier Acon Rojas, quien afirma que el menor había empezado a sangrar 
dentro del interior del vehículo que manejaba el investigado y que no 
presenció que el señor había realizado la agresión y llega el resultado del 
examen del médico legista, según el Certificado Médico Legal N° 004833-V 
y menciona que presenta “excoriación lineal de 5 cm en región Subescapular 
Derecha al parecer por rascado”, es decir el procesado no era el responsable 
de este delito. 
Los medios de comunicación y la presión mediática, genera un poder sobre 
el sistema de justicia, donde las decisiones de los jueces se basan en la 
información difundida, que, en ciertos casos, no es acorde a los medios 
probatorios, esta práctica contradice a lo que hace mención José Asencio: 
“No puede asignarse a esta medida una naturaleza tal que la haga devenir 
en una medida de seguridad o, incluso, en una pena anticipada. (...) El 
proceso no es otra cosa que un método de determinación de hechos y 
responsabilidades y para la consecución de este fin ha de permanecer en 
la más absoluta neutralidad; toda perversión de esta finalidad conduce o 
puede conducir a determinaciones y a declaraciones no ajustadas a la 
realidad”. (Asencio, 2005, 1) 
Dicha situación podría repetirse frecuentemente, debido a que esta medida 
se viene aplicando como norma general, violando así el principio de 
excepcionalidad, esto se refleja en los datos brindados por el INPE, se 
observa que el informe estadístico del mes de septiembre del 2017 en Lima 
y Callao, es alrededor del 41.68% y los sentenciados el 58.32%, existe una 
sobrepoblación de 48,439 internos, como lo señalan las estadísticas, con la 
calidad de prisión preventiva. 
Ante los evidentes casos, donde se ha aplicado esta medida de forma 
excesiva, los jueces han aceptado el requerimiento de prisión preventiva, 
amenazando el principio de excepcionalidad, por lo que se han realizado 
varios acuerdos de orden judicial y de carácter vinculante. 
“El 13 de abril del presente año, la Sala Penal Permanente de la Corte 
Suprema efectuó una precisión a esta medida en la cual menciona lo 
siguiente: “Deberá justificar un riesgo concreto o la existencia de medios 
suficientes para una posible evasión, para que se pueda dictar una prisión 
preventiva por peligro de fuga. La sospecha, presunción o especulación 
sobre una fuga, será rechazada (..)”. (La República: 2019). 
Esta es una advertencia que la ejecución de esta medida coercitiva personal 
como es la prisión preventiva, su uso es frecuente.  
Asimismo el informe realizado por la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos en el 2017, sobre “Medidas dirigidas a reducir el uso de la prisión 
preventiva en las Américas”, en la cual se menciona aplicar la tecnología a 
través de aparatos electrónicos, por lo que el Perú tomó esta iniciativa según 
lo establece la Ley N° 29499 y su modificatoria por Decreto Legislativo 1229, 
que entró en vigencia el 26 de abril del 2017 el “Plan Piloto para la 
Implementación de la Vigilancia Electrónica Personal”. 
En contraste a lo mencionado, existen varios países, donde el índice de 
criminalidad se ha reducido de manera tan significativa, que ha generado un 
impacto en el ámbito jurídico internacional y este es el caso de Holanda, ya 
que ellos han implementado otro perspectiva para sancionar a las personas 
que cometen delitos, así como nos informa el medio de comunicación BBC 
news, que dice: “Los jueces holandeses suelen utilizar alternativas a la 
prisión, como períodos de servicio a la comunidad, multas o el marcado 
electrónico de los que violan la ley” (BBC, 2016), esta perspectiva ha ayudado 
que la prevención en la comisión de los delitos sea efectiva, donde los delitos 
ya no son cometidos, pues como menciona en la nota periodista de la BBC, 
redactada por Lucy Ash (2016), la política que ha adoptado el país de 
Holanda en casos de criminalidad, su misión es individualizar al reo y darle lo 
necesario para su resocialización, es decir si necesita ayuda psicológica 
entonces esta será ofrecida. Asimismo, menciona que el aumento de años 
para las penas de privación de la libertad no es el método adecuado. 
Teniendo como solución esta medida de vigilancia electrónica, que, a través 
de los avances tecnológicos, pueden salvaguardar el proceso, sin afectar el 
principio de la prisión preventiva, no obstante, esta medida no ha sido 
difundida ni aplicada de forma progresiva, teniendo en cuenta que ya existe 
una directiva, para su aplicación, pues el meollo de esta medida, se da que 
en la norma que la regula se restringe, siendo aplicable sólo a delitos 




7.1. ALCANCES Y ENFOQUES METODOLÓGICOS 
El presente trabajo tiene como pregunta de investigación general “¿Es viable 
adoptar medidas para impulsar la vigilancia electrónica como mecanismo 
alternativo eficaz a la prisión preventiva?”, para poder obtener el resultado de 
este análisis, se utilizará la metodología explicativa, la cual de acuerdo con lo 
señalado por Hernández, Fernández y Baptista indican que: 
“Los estudios explicativos van más allá de la descripción de conceptos o 
fenómenos o del establecimiento de relaciones entre conceptos; es decir, 
están dirigidos a responder por las causas de los eventos y fenómenos 
físicos o sociales. Como su nombre lo indica, su interés se centra en 
explicar por qué ocurre un fenómeno y en qué condiciones se manifiesta, 
o por qué se relacionan dos o más variables”. 
El uso de esta metodología permite obtener un análisis más adecuado, ya 
que en los últimos años se ha podido evidenciar un problema en el sistema 
carcelario, esto debido a que las cárceles se encuentran superpobladas, 
pudiendo optar por otras medidas privativas de libertad como la que se 
propone priorizar, reduciendo con ello el costo del internamiento que es 
asumido por el Estado. 
En una de nuestras preguntas específicas se señala “¿Cuáles son las 
limitaciones de la accesibilidad de la vigilancia electrónica en nuestro marco 
normativo?, para conseguir la información necesaria se aplicarán las 
metodologías explicativa y explorativa, en el caso de la metodología 
explorativa, Miler Sanca lo define de la siguiente manera: “Se realiza con el 
propósito de resaltar uno o más puntos de un problema determinado además 
de encontrar la mejor manera de cómo enfocarlo”, asimismo, se cuenta con 
lo expresado por Hernández, Fernández y Baptista: 
“Los estudios exploratorios se realizan cuando el objetivo es examinar un 
tema o problema de investigación poco estudiado, del cual se tienen 
muchas dudas o no se ha abordado antes. Es decir, cuando la revisión de 
la literatura reveló que tan sólo hay guías no investigadas e ideas 
vagamente relacionadas con el problema de estudio, o bien, si deseamos 
indagar sobre temas y áreas desde nuevas perspectivas.” 
A partir de ello, se va a poder determinar si el costo para acceder a la 
vigilancia electrónica en nuestra legislación restringe o vulnera algún derecho 
fundamental, ya que no todos los internos sean procesados o condenados 
cuentan con las mismas condiciones económicas para realizar el pago que 
se requiere y que es asumido por el beneficiario, debemos precisar que en el 
caso de la metodología explicativa se tomara en cuenta lo expresado en 
párrafos anteriores. 
Para dilucidar nuestra siguiente pregunta específica “¿Cómo se ha aplicado 
la prisión preventiva en los últimos años?, se optará por utilizar la metodología 
descriptiva, Sanca menciona que: 
“Es la descripción, registro, análisis e interpretación, mediante análisis. En 
esta investigación se ven y se analizan las características y propiedades 
para que con un poco de criterio se las pueda clasificar, agrupar o 
sintetizar, para luego poder profundizar más en el tema. En la 
investigación descriptiva se trabaja sobre la realidad de los hechos y su 
correcta interpretación”. (Sanca: 2011) 
A través de esta metodología vamos a poder recabar información acerca de 
la aplicación de la prisión preventiva, ya que esta es solicitada por medio de 
requerimiento fiscal, y como se ha mencionado el criterio es de carácter 
excepcional, es por ello que, de acuerdo a ello, se evaluará si se ha realizado 
conforme a su naturaleza.  
Por otro lado, se va a revisar las estadísticas que nos ha proporcionado el 
Instituto Nacional Penitenciario del Perú -INPE-, así como la información que 
nos pueda brindar el Ministerio Público, es por ello que se ha utilizado el 
enfoque cuantitativo, donde Hector Salas nos menciona que: 
“La investigación cuantitativa busca explicar las regularidades observadas 
en los eventos de la naturaleza humana estableciendo sus determinantes 
con altos niveles de confianza estadística, para generalizar como 
conocimiento esas funciones explicativas al consensuarse en una 
comunidad epistémica la aceptabilidad racional de sus resultados de 
investigación por su adecuación con la evidencia empírica; esto es, a partir 
de razones objetivamente –es decir, intersubjetivamente– suficientes. Y 
las predicciones probabilísticas de tales funciones explicativas juegan un 
papel central en la toma de decisiones, así como en el análisis y trazado 
de políticas en economía y administración”. (Salas: 2011) 
Se va a buscar datos estadísticos de las instituciones públicas que tengan 
relación con nuestro tema de investigación, como el Instituto Nacional 
Penitenciario del Perú y el Ministerio Público, para que nos proporcionen 
información factible, puesto que, en los últimos años hemos podido 
evidenciar problemas en el sistema carcelario. Además, debemos considerar 
que para obtener información que es relevante para nuestra investigación 
debemos analizar las preguntas de investigación con nuestras hipótesis 
planteadas y los objetivos que deseamos lograr, ya que la finalidad es revertir 
este problema y encontrar la causa por el cual no se da una correcta 
aplicación de la prisión preventiva y de la vigilancia electrónica; para ello, el 
enfoque cualitativo sería el más adecuado, Salas lo define de la siguiente 
manera: 
“La investigación cualitativa se traza el objetivo de realizar estudios de 
caso descriptivos con conclusiones casuísticas no generalizables 
basadas en juicios e inferencias personales que parten de la comprensión 
e interpretación de eventos sociales complejos bajo sofisticados marcos 
conceptuales y modelos analíticos”. (Salas: 2011) 
Para responder a las preguntas de investigación que se han planteado y 
verificar si la hipótesis planteada es correcta, se va a tener que analizar e 
interpretar la información obtenida, para lo cual se va a utilizar un enfoque 
mixto, de acuerdo con Sampieri y Mendoza (como se citó en Hernández, 
Fernández y Baptista 2010) lo definen de la siguiente manera: 
“Los métodos mixtos representan un conjunto de procesos sistemáticos, 
empíricos y críticos de investigación e implican la recolección y el análisis 
de datos cuantitativos y cualitativos, así como su integración y discusión 
conjunta, para realizar inferencias producto de toda la información 
recabada (metainferencias) y lograr un mayor entendimiento del 
fenómeno bajo estudio”. (Hernández, Fernández y Baptista: 2010, 546) 
Al realizar este análisis se podrá aclarar el tema en cuestión y determinar si 
la hipótesis planteada ha sido verídica o si requiere de alguna precisión, 
pero se obtendrá información trascendente que permita identificar si la 
vigilancia electrónica es una medida alternativa eficaz viable a la prisión 
preventiva y si su aplicación se debería priorizar. 
 
7.2. OPERACIONALIZACIÓN DE LAS VARIABLES 
Para el presente trabajo de investigación se han determinado dos tipos 
variables, de las cuales tenemos como variable dependiente a la prisión 
preventiva y como variable independiente a la vigilancia electrónica, los 
cuales nos han permitido identificar las dimensiones de estudio, al respecto 
Carballo y Guelmes nos indican que:  
“Una dimensión es un componente integrante de una variable compleja, 
resulta de su análisis o descomposición. Son aquellos rasgos que facilitan 
una primera y esencial división dentro del concepto. Las dimensiones se 
descomponen en indicadores (…). Cada dimensión puede tener varios 
indicadores, en dependencia de la variable, del conocimiento y 
experiencia del investigador, pueden estar determinados por el alcance 
previsto en la investigación en curso”.  (Carballo y Guelmes: 2016) 
En el caso de la prisión preventiva se ha establecido como dimensiones el 
criterio de excepcionalidad, sobrepoblación y el requerimiento de prisión 
preventiva, mientras que en la vigilancia electrónica se ha considerado como 
dimensión su aplicación, viabilidad económica y discrecionalidad de los 
jueces. 
A partir de las dimensiones antes mencionadas se van a establecer los 
indicadores, que de acuerdo con Carballo y Guelmes se puede definir como: 
“Los indicadores son elementos conceptuales que señalan que una 
característica o variable está ocurriendo. Construcciones mentales que 
sirven de intermediarios entre variable y datos y se deducen lógicamente 
de las variables establecidas (…)”. 
Además de ello, se tiene que los indicadores se fundamentan en la validez, 
confiablidad, interpretabilidad, especificidad. De lo analizado, se tiene como 
indicadores de la prisión preventiva a las sentencias judiciales, la 
infraestructura y las solicitudes; mientras que, en el caso de la vigilancia 
electrónica, se tiene a la resolución infundada, el costo y la fundamentación; 
 
7.3. TÉCNICAS E INSTRUMENTOS DE INVESTIGACIÓN  
Para el desarrollo de la presente investigación,  las preguntas de 
investigación se encuentran vinculadas al ámbito jurídico, siendo esto 
relevante para el Derecho, ya que nuestro objeto de estudio no solo abarca 
la prisión preventiva, sino la vigilancia electrónica como mecanismo 
alternativo y eficaz, el cual se encuentra regulado por el Decreto Legislativo 
N° 1322; para el avance de dicha investigación es necesario utilizar 
instrumentos de investigación, por lo que acorde con la presente se ha 
elegido la Entrevista, para obtener información trascendente, útil e 
importante, para lograr la respuesta a esta problemática. En el artículo 
denominado “Metodología de Investigación Avanzada”, por el profesor Javier 
Murillo, quien define a la entrevista de la siguiente manera: 
“La entrevista es la técnica con la cual el investigador pretende obtener 
información de una forma oral y personalizada. La información versará en 
torno a acontecimientos vividos y aspectos subjetivos de la persona tales 
como creencias, actitudes, opiniones o valores en relación con la situación 
que se está estudiando” (Murillo s.f:6) 
Anudado a ello, la entrevista tiene una finalidad trascendente en esta 
investigación, lo cual es mencionado por Pamela Díaz, del Departamento de 
Investigación en Educación Médica nos dice:  
“La entrevista es muy ventajosa principalmente en los estudios 
descriptivos y en las fases de exploración, así como para diseñar 
instrumentos de recolección de datos (la entrevista en la investigación 
cualitativa, independientemente del modelo que se decida emplear, se 
caracteriza por los siguientes elementos: tiene como propósito obtener 
información en relación con un tema determinado; se busca que la 
información recabada sea lo más precisa posible; se pretende conseguir 
los significados que los informantes atribuyen a los temas en cuestión; el 
entrevistador debe mantener una actitud activa durante el desarrollo de la 
entrevista, en la que la interpretación sea continua con la finalidad de 
obtener una comprensión profunda del discurso del entrevistado)” (Díaz: 
2013) 
Considerando lo antes mencionado, en nuestra investigación se ha aplicado 
esta técnica de investigación, con la finalidad de obtener información de 
especialistas, vinculados a este tema de investigación, que se está 
desarrollando en nuestro ordenamiento jurídico, por lo que se adjunta al 
presente informe, las preguntas desarrolladas por dichos entrevistados, entre 
ellos se encuentra un Fiscal Adjunto del Distrito Fiscal de Lima, quien por 
razones del cargo, precisando que el tema de vigilancia electrónica como la 
prisión preventiva, son tema de interés en ámbito social y jurídico, prefiere 
mantener su nombre en reserva, asimismo, se encuentra una trabajadora del 
INPE, quien posee conocimientos sobre estos temas de estudio; se 
encuentra el abogado Henry Efraín Gutiérrez Córdova – Fiscal Adjunto del 
Distrito Fiscal de Lima, así como el abogado Alfonso Alfredo Izarnótegui 
Pinasco – Fiscal Adjunto del Distrito Fiscal de Lima, quienes poseen 
conocimientos sobre estos temas de estudio, en especial sobre el tema de 
prisión preventiva, puesto que la vigilancia electrónica es un tema reciente. 
 
7.4. ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE LA INFORMACIÓN 
 
7.4.1. Para poder desarrollar las entrevistas, primero se elaboraron las 
preguntas en función a la información que se quería obtener sobre el 
tema de prisión preventiva y vigilancia electrónica. Luego de ello, se 
procedió a plasmarlo en un cuestionario que fue entregado a los 
despachos de las personas entrevistadas; asimismo, a efectos de 
evidenciar la aplicación de la vigilancia electrónica, se solicitó 
información al INPE, la cual fue entregada en el plazo de 10 días 
hábiles, de igual manera se requirió información de las personas que 
se encuentran en los centros penitenciarios en calidad de 
procesados. Además, cabe precisar que se solicitó información al 
Ministerio Público, sobre cuantos requerimientos de prisión 
preventiva se dispusieron en el año, así como, cuales de estas fueron 
declaradas fundadas o infundadas, con respecto a esta información 
en el sistema SIATF que se maneja en Lima Centro no se encuentra 
precisado, ya que no se ha requerido anteriormente.   
7.4.2. Prisión preventiva 
7.4.2.1. ¿Considera que el Decreto Legislativo vulnera un derecho 
fundamental, teniendo que para acceder a este dispositivo se 
requiere de un pago mensual (S/. 750 soles aproximadamente) 
por parte del procesado o sentenciado? 
7.4.2.2. ¿Cree que todos los que cumplen con los requisitos para 
solicitar esta medida tienen el mismo acceso o considera que el 
pago del aparato electrónico limita su accesibilidad? 
7.4.3. Vigilancia Electrónica  
7.4.3.1. ¿Cómo considera que se debería aplicar la prisión 
preventiva en el país? 
7.4.3.2. ¿Considera que se ha reducido el hacinamiento 
penitenciario? 
7.4.4. Con respecto a la primera entrevista, el personal del Instituto 
Nacional Penitenciario del Perú, hace mención que la vigilancia 
electrónica en su aplicación es ínfima, evidenciando esta 
problemática, debido al lugar que podría utilizar los dispositivos 
electrónicos, sin perturbar la investigación, otra restricción, lo 
ejemplifica con el delito de Omisión de Alimentos, que resalta que el 
procesado, carece de recursos económicos, para el cumplimiento de 
su deuda de la pensión alimentaria, por ende sería contradictorio, que 
abone el monto para que acceda a esta medida, teniendo en cuenta 
y precisando el doctor, que esta medida no vulnera los derechos 
fundamentales, debido a que es una medida restrictiva de libertad, 
que propone como solución, que el Estado es el encargado de 
conseguir y realizar nuevos acuerdos con las empresas privadas, 
para que el costo sea asequible y cumpla con la finalidad de esta 
medida. Asimismo, tiene conocimiento que la aplicación de la 
vigilancia electrónica se ha evidenciado progresivamente en Brasil, 
Chile y Colombia. 
7.4.5. En la segunda entrevista, al adjunto Fiscal Provincial en lo Penal 
del Distrito Fiscal de Lima, quien mantiene su nombre en reserva, la 
perspectiva que se evidencia en la información brindada sobre la 
vigilancia electrónica, considera que es la conversión de la pena, 
teniendo como finalidad, disminuir el hacinamiento en los centros 
penitenciarios, siendo esta alternativa ineficaz, pues advierte cierta 
dificultades, una de ellos es el ámbito de aplicación en los delitos que 
se encuentran los procesados y condenados, siendo complicado su 
accesibilidad, debido al desembolso de dinero, ya sea diario o 
mensual, estimando la imposibilidad de la conversión de la pena, por 
lo que propone que el Estado asuma con el costo del empleo de la 
grilletes electrónicos - vigilancia electrónica. Asimismo, coincide con 
el primer entrevistado, que la vigilancia electrónica, su regulación no 
vulnera ningún derecho fundamental, porque el sujeto, se encuentra 
vinculado a un proceso penal, siendo este como resultado una pena 
efectiva o esta medida restrictiva de libertad.  
7.4.6. De la entrevista realizada al abogado Alfonso Izarnótegui Pinasco 
– Fiscal Adjunto del Distrito Fiscal de Lima, nos ha permitido reforzar 
la hipótesis planteada en la que se menciona que “la accesibilidad 
para aplicar esta medida, se encuentra limitada por la viabilidad 
económica y la discrecionalidad de los jueces”, considera que la 
vigilancia electrónica es una medida restrictiva eficaz para combatir 
el hacinamiento carcelario, fundamentalmente el peligro de fuga del 
procesado, ya que no evitaría la perturbación de la actividad 
probatoria; entiende que su aplicación es todavía escasa y que 
conforme se aplique a mayor cantidad, se podrá reducir el 
hacinamiento penitenciario. Además, precisa que la aplicación de la 
vigilancia electrónica tiene un costo que es asumido por el 
procesado, el cual vulnera el derecho a la igualdad ante la ley, en el 
aspecto de índole económica, ya que solo los que podrían costearla 
se beneficiarían con esta medida, por ello, señala que el costo limita 
su accesibilidad y es el Estado quien debería asumirlo, así como 
asume el de las personas que se encuentran recluidas en un centro 
penitenciario. 
7.4.7. De la entrevista realizada al abogado Henry Efraín Gutiérrez 
Córdova – Fiscal Adjunto del Distrito Fiscal de Lima, nos ha permitido 
reforzar la hipótesis planteada en la que se menciona que “se ha 
evidenciado un alto índice de la prisión preventiva vulnerando  su 
criterio de excepcionalidad”, menciona que la vigilancia electrónica 
es una medida que busca reducir el hacinamiento de manera 
progresiva en los centros penitenciarios, sin embargo, no es posible 
determinar si se ha reducido, toda vez que solo aplica a cierto número 
de delitos, de acuerdo a lo señalado en el Decreto Legislativo 
N° 1322, ya que señala que delitos se encuentran excluidos para su 
aplicación. Además, considera que, si bien el costo limita su 
accesibilidad, esta puede ser eximida, conforme lo prevé el numeral 
14.3 del artículo 14 del Decreto Legislativo N° 1322, sin embargo, no 
se establecen cuales son los criterios que el juez deberá tomar en 
cuenta para su aprobación. Respecto al tema del hacinamiento en 
los centros penitenciarios, precisa que este ha ido en aumento por 
las medidas de prisión preventiva, cuando su dación debe ser en 
cumplimiento de los presupuestos establecidos, además de existir 
pronunciamiento de la Corte Suprema en la que precisa la forma y 
modo de su aplicación, la misma que debe ser razonable y 
proporcional. 
7.4.8. El INPE, siendo la entidad encargada de la implementación y 
ejecución de la vigilancia electrónico, así como del internamiento de 
las personas en los centros penitenciarios, nos ha brindado 
información amplia y general sobre la población que existe en las 
cárceles en Lima, resaltando que se ha evidenciado altos índices de 
la población carcelaria y que existe un porcentaje significativo de las 
personas en calidad de procesados a comparación de los 
condenados como por ejemplo con respecto a las cárceles de Lima 
en el año 2018 el total de procesados fue de 2739 y de condenados 
962 en el periodo de 0 a 6 meses; con respecto a la aplicación de la 
vigilancia electrónica, la instalación del primer grillete electrónico se 
realizo el 21 de julio de 2017, y a la fecha solo 25 personas cuentan 
con estos dispositivos. 
7.4.9. El Ministerio Público, es el titular de la acción penal, siendo 
representa por los fiscales, quienes tienen facultadas para realizar 
requerimientos como el de prisión preventiva, no obstante, no se ha 
podido recabar la información solicitada, ya que no existe un control 
por parte de esta entidad. 
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